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Por Decreto número 2016008498 del Concejal Delegado del Área de Personal, 
Deportes, Juventud y Transparencia del Ayuntamiento de Parla de 11 de noviembre 
de 2016, se resuelve la solicitud de acceso a la información planteada. En la 
misma, se formulan las siguientes consideraciones: 
 
- La pretensión del solicitante supone una necesaria y previa tarea de 

recopilación y reelaboración de la información municipal a lo largo de distintos 
años y numerosos expedientes administrativos; esta circunstancia, unida a la 
ausencia de la más mínima motivación en la solicitud permite presuponer que el 
destino de la información solicitada es de nítido contenido comercial, y esa 
circunstancia pervierte notoriamente el objetivo perseguido `por la Ley de 
Transparencia (…) 

- Si bien debe considerarse que la información solicitada se trata de información 
pública incluida en el ámbito de la LTAIBG, y por tanto debe concederse el 
acceso a la misma, ésta no puede ser facilitada según la pretensión del 
interesado, ya que la documentación solicitada se encuentra publicada en la 
página web, y a disposición de quien quiera consultarla, por lo que debe 
indicarse al solicitante la dirección URL dónde se encuentra publicada, y dónde 
el propio interesado podrá obtener todos los datos que necesite. 

- Se concluye, en consecuencia, resolviendo comunicar al solicitante que “la 
documentación solicitada se encuentra publicada en la página web, a 
disposición de quien quiera consultarla en el siguiente enlace: 
https://sede.ayuntamientoparla.es/portal/sede/se distribuidor1.jsp?language=es
&codResi=1&codMenuPN=6&codMenu=48&layout=se contenedor1.jsp 

 
Frente a este Decreto, mediante escrito de 25 de noviembre de 2016, y fecha de 
entrada en el registro de esta Institución el siguiente 28 de noviembre,  

 interpone reclamación al amparo del artículo 24 de la LTAIBG, 
al considerar «que la información se concede remitiéndonos a una dirección de la 
página web municipal, página donde aparecen las actas de la Junta de Gobierno 
Local. Expresamente dice la resolución que la información solicitada “no puede ser 
facilitada según la pretensión del interesado”. (…) entendemos que aunque lo 
solicitado ya sea objeto de publicidad activa, tenemos derecho a recibir la relación 
solicitada por escrito y no mediante la remisión genérica a una página web 
municipal donde hay que buscar Junta a Junta lo mencionado.» 
 

2. El siguiente 19 de diciembre de 2016, por la Oficina de Reclamaciones de las 
Administraciones Territoriales de este Consejo se dio traslado del expediente al 
Ayuntamiento de Parla a fin de que, en el plazo de quince días hábiles, formulasen 
las alegaciones que estimasen por conveniente, aportando, asimismo, toda la 
documentación en la que fundamentar las alegaciones que pudieran realizar. 
 
Mediante oficio del Concejal del Área de Personal, Juventud, Deportes y 
Transparencia del Ayuntamiento de Parla de 12 de enero de 2017, y fecha de 
entrada en el registro de esta Institución el posterior 13 de enero, se da traslado del 
informe de alegaciones formuladas por el citado Ayuntamiento. En particular, y 
recordando la resolución de este Consejo número RT/0085/2016, de 4 de agosto, 
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se pone de manifiesto que en el Decreto del Concejal delegado recurrido se 
reconoce el derecho del acceso a la información y además facilita al solicitante la 
ruta hacia los archivos concretos dónde la misma se encuentra, y que ya es objeto 
de publicidad municipal. Añadiendo, a continuación, que lo que no puede hacer el 
Ayuntamiento, y así se le notifica al solicitante, es proceder a un trabajo de 
elaboración y ordenación de información conforme a los particulares intereses del 
solicitante, quien … pretende un trabajo administrativo que nada tiene que ver con 
la transparencia o la fiscalización de la actividad pública. 

 
II.  FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con su 

artículo 38.2.c) y el artículo 8.2.d) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
la Presidenta de este organismo es competente para resolver, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, las 
reclamaciones que se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  
 

2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición prevé en sus 
apartados 1 y 2 lo siguiente:  

 
“1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas y su sector público, y 
por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al 
órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. 
(…).  
 
2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. A tal efecto, deberán celebrar el 
correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en 
el que se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los 
gastos derivados de esta asunción de competencias”. 

 
En desarrollo de las anteriores previsiones normativas, tal y como se ha reseñado 
en los antecedentes de esta reclamación, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno y la Comunidad de Madrid (Consejería de Presidencia, Justicia y 
Portavocía del Gobierno) suscribieron el pasado 2 de noviembre de 2016 un 
Convenio para el traslado  del ejercicio de la competencia para la resolución de las 
reclamaciones previstas en el citado artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de 
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con la finalidad de preparar la resolución que ponga término al mismo (art. 82 
de la Ley 30/1992). 

 
Tomando en consideración lo expuesto en el anterior Fundamento Jurídico cabe 
concluir desestimando la reclamación presentada. En efecto, tal y como se ha 
alegado por al Corporación municipal, tanto en el Decreto recurrido como en las 
alegaciones remitidas a este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, la 
información objeto de ejercicio del derecho de acceso se encuentra ya publicada 
en una web municipal. Circunstancia que en el caso concreto que ahora se 
examina justifica, desde una perspectiva material, la invocación de la causa de 
inadmisión de reelaboración prevista en el artículo 18.1.c), dado que, tal y como ha 
indicado la jurisdicción contencioso-.administrativa, el ejercicio del derecho no 
puede confundirse  con el derecho a la confección de un informe por un órgano 
público a instancia de un particular. 
 

III. RESOLUCIÓN 
 

En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede 
DESESTIMAR la Reclamación presentada, por entender que concurre la causa 
prevista en el artículo 18.1.c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

 
 

De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 
En consecuencia, contra la presente resolución, que pone fin a la vía 
administrativa, únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de 
recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el 
día siguiente al de su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 
9.1, c), de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. 
 
 

 
LA PRESIDENTA DEL  

CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
Fdo: Esther Arizmendi Gutiérrez 
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